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ASUNTO
Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación interpuesta por el señor HÉCTOR GIRALDO GUTIÉRREZ, accionante en el presente asunto, contra el fallo proferido el 29 de agosto del presente año por el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, mediante el cual denegó la tutela de los derechos fundamentales invocados por él. 
ANTECEDENTES:

El señor HÉCTOR GIRALDO GUTIÉRREZ instauró acción de tutela en contra del municipio de Neira Caldas, y los Fondos de Pensiones y Cesantías COLPENSIONES y PROTECCIÓN, al considerar vulnerados sus derechos de petición, y seguridad social del adulto mayor, con base en los siguientes hechos: 
1. Es un hombre de 65 años de edad, con escasos recursos económicos, actualmente no tiene trabajo y su única expectativa de subsistencia es la de pensionarse. 

2. Laboró durante 18 años al servicio del municipio de Neira, Caldas, por periodos de tiempo comprendidos así: 

· Del 01 de abril de 1977 al 28 de febrero de 1979

· Del 23 de julio de 1983 al 6 de mayo de 1984

· Del 12 de abril de 1985 al 28 de febrero de 1987

· Del 01 de marzo de 1986 al 28 de febrero de 1987

· Del 05 de junio de 1992 al 30 de septiembre de 2007

3. Se hallaron las siguientes novedades en el análisis del número de semanas para obtener pensión de vejez: 
· Falta de pagos registrados en el sistema de seguridad social durante varios meses entre el año 1994 y 2005. 
· A pesar de lo anterior, en la nómina de pago de salarios se aporta prueba donde consta que esa entidad realizaba los descuentos para aportes en pensión y salud en favor del ISS. 
· Del único mes del cual no se encuentra comprobante de nómina claro, corresponde al mes de enero de 1995, pues allí aparecen dos fechas que lo confunden, sin embargo, mediante memorial emitido por el municipio de Neira el 21 de noviembre del año 2015 se señala que se encontró el comprobante de “egreso-valor” cancelado del mes de enero de 1995, con el cual debe quedar clara la existencia de dicho aporte. 

· Quedan sin comprobarse los aportes del mes de septiembre de 1995, sin embargo, durante ese periodo estaba vinculado también con el municipio de Neira, en calidad de inspector de policía y tránsito municipal; en la historia laboral de COLPENSIONES hay una novedad respecto de ese mes, que señala “su empleador presenta deuda por no pago” 
· Por otra parte, el Fondo de Pensiones y Cesantías PROTECCIÓN manifestó mediante memorial del 12 de julio del presente año, que existen pagos rezagados, realizados o efectuados entre el 26 de noviembre de 2008 al 22 de septiembre de 2008, pagando doce periodos acumulados. 
4. Si bien es cierto, el Fondo de Pensiones y Cesantías PROTECCIÓN manifiesta que desde el 25 de enero de 1995 hasta el 30 de enero de 1996 aparece un vínculo con la Alcaldía de Neira, debe entenderse que el pago de esos períodos se encuentra soportado en los registros de pago de nómina, en los que se refleja que el descuento para pensión era realizado en favor del ISS y no del fondo privado.
Como la Alcaldía del municipio de Neira tenía como novedad la no cancelación de los periodos faltantes que se relacionaron en el numeral segundo, cuando efectuaron el pago para ponerse al día, por equivocación se trasladaron al fondo privado Protección, sin que existiera vinculación laboral con ese empleador, ni afiliación al régimen de ahorro individual.   
5. Entre el 1º de julio y el 31 de diciembre de 2007 tenía las cotizaciones efectivas con el régimen de prima media con prestación definida (con el ISS) y era allí donde tenía el mayor número de cotizaciones realizadas, lo cual se enmarca en el artículo 2º del Decreto 3995 de 2008 y resuelve la situación de “multiafiliación” en la que se encuentra incurso por error del municipio de Neira, por lo que se debe resolver ese derecho a su favor, dejando como única afiliación la del ISS.
6. El 5 de agosto del presente año radicó ante Colpensiones solicitud de cobro coactivo por los periodos dejados de pagar en forma completa por parte del municipio de Neira. 

7. Han transcurrido 5 años desde que se le negó la pensión, consecuencia de errores administrativos y violaciones al debido proceso por parte de esas entidades. En dicha resolución se indica que cumple con la edad mínima requerida, pero no con las semanas mínimas exigidas por la ley.  

8. Al hacer la sumatoria con los pagos verificados a través de la nómina de salarios, el pago completo de los periodos laborados y los bonos pensionales, cumple con el número de semanas exigidas para la pensión de vejez, pues a la fecha acredita aproximadamente 1351 semanas cotizadas.   

En vista de lo anterior, solicitó tutelar sus derechos fundamentales de petición y seguridad social, y como consecuencia de ello: 

· Ordenar al Fondo de Pensiones PROTECCIÓN devolver los aportes efectuados a esa entidad, para devolverle el “status quo” de afiliado al sistema de régimen de prima media. 
· Ordenar a COLPENSIONES efectuar el cobro coactivo por los periodos cotizados por el municipio de Neira de manera incompleta. 

· Ordenar a COLPENSIONES el reconocimiento a su pensión de vejez.
TRÁMITE DE PRIMERA INSTANCIA
1. ADMISIÓN:

El Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad avocó el conocimiento de la actuación el día 16 de agosto de 2016, en ese mismo auto ordenó la vinculación del Gerente Seccional Pereira y a los Gerentes Nacionales de Reconocimiento, Nómina, Atención al Ciudadano, Atención al Afiliado y Nacional de Operaciones RPM, todos funcionarios de COLPENSIONES; así como al Gerente Nacional y Seccional Pereira de PROTECCIÓN; por último, al Alcalde del municipio de Neira, Caldas. A quienes se les corrió traslado en la forma indicada en la ley. 
Posteriormente, ante la respuesta dada por parte de la Gerencia Nacional de Servicio al Ciudadano de COLPENSIONES, se ordenó la vinculación de la Gerencia Nacional de Aporte y Recaudo, de la misma entidad. 
2. RESPUESTAS DE LAS ENTIDADES ACCIONADAS:
Administradora de Fondos de Pensiones y Cesantías PROTECCIÓN S.A.: a través de su Representante Legal Judicial señaló que una vez consultada la base de datos de esa entidad se evidenció que el accionante no presenta afiliación al fondo de pensiones administrado por esa entidad, por lo tanto, desconoce los hechos narrados en el escrito de tutela. 

Indicó que el accionante radicó un derecho de petición en el que solicitó información sobre el traslado de los aportes cotizados a esa entidad, así como la copia de su historia laboral; sobre esa petición se le informó básicamente que allí se registra una relación laboral con la Alcaldía de Neira desde el 25 de enero de 1995 hasta el 30 de diciembre de 1996, igualmente se le hizo saber que ya realizaron el traslado de sus aportes a COLPENSIONES. La respuesta fue enviada a la dirección que reposa en esa entidad y a la que se reportó en el derecho de petición.
Una vez consultado el Sistema de Información de los Afiliados a los Fondos de Pensiones –SIAFP- se constató que el accionante se encuentra afiliado a COLPENSIONES. 
Señaló que al no haber vulneración a los derechos invocados por el señor HÉCTOR GIRALDO por parte de esa entidad, la acción de tutela no está llamada a prosperar.  
Alcaldía de Neira, Caldas: a través del Alcalde de ese municipio, Marino Murillo Franco, refirió que como lo pretendido por el accionante es acceder a un derecho pensional, ese reconocimiento no corresponde esa entidad. Así mismo dijo que dado que hay una negativa por parte de COLPENSIONES a reconocer ese derecho, le quedan al libelista acciones de tipo judicial, por lo tanto, la acción de tutela resulta improcedente para esos efectos. 
Por otra parte, indicó que esa entidad ha cumplido con las cargas que le han sido impuestas y ha dado respuesta a todas las solicitudes presentadas por el accionante de manera oportuna, además, ha cumplido con las obligaciones legales frente a la vinculación laboral, reconocimiento y cumplimiento de los derechos que como empleado público recaían en favor del accionante.  

Explicó que en un principio el municipio realizó los aportes a la Caja de Seguro Social Municipal de Neira, y que una vez expedida la Ley 100 de 1993 surgió la obligación legal de afiliar a los empleados públicos al respectivo fondo pensional, que en el caso del municipio fue el ISS, y en lo que tiene que ver con el caso en concreto, el accionante se trasladó por su propia voluntad al fondo privado PROTECCIÓN el 1º de marzo de 1995, donde estuvo vinculado hasta el 30 de noviembre de 1996, y desde el 1º de diciembre de 1996 hasta el 30 de septiembre de 2007, fecha en la que se dio el retiro definitivo del señor HÉCTOR y estuvo afiliado nuevamente al ISS. 
Colpensiones: a través de la Gerente Nacional de Servicio al Ciudadano manifestó que como los hechos descritos en la acción de tutela tienen que ver con un derecho de petición por medio del cual el accionante solicitó realizar el cobro persuasivo al municipio de Neira por concepto de unos periodos en los cuales presuntamente no le fueron efectuados los correspondientes aportes al sistema general de seguridad social en pensiones por parte de ese ente territorial, corresponde a la Gerencia Nacional de Aportes y Recaudo de esa entidad dar respuesta de fondo a la solicitud por ser de su competencia.  
3. SENTENCIA:
Una vez el Juzgado de conocimiento efectuó el estudio de la situación fáctica planteada, decidió mediante providencia emitida el 29 de agosto, negar la tutela de los derechos fundamentales invocados por el señor HÉCTOR GIRALDO GUTIÉRREZ, lo cual hizo en consideración a que la misma es improcedente pues no se demostró la existencia de un perjuicio irremediable que permita la procedibilidad transitoria de la acción de tutela, y en este sentido tiene la posibilidad de acudir a la jurisdicción ordinaria laboral para que se resuelva el conflicto prestacional planteado.   

4. IMPUGNACIÓN

El 6 de septiembre se realizó la notificación personal del señor HÉCTOR GIRALDO GUTIÉRREZ, quien manifestó en ese momento que impugnaba la decisión, la cual fue sustentada mediante escrito presentado el 9 de septiembre. 

Las razones en las que basó su inconformidad con la decisión tomada por el A-quo se pueden sintetizar de la siguiente manera: 

· No es cierto que no se le esté generando un perjuicio irremediable, pues acude a la vía constitucional porque la jurisdicción ordinaria implica una afectación directa a su derecho pensional, si se tienen en cuenta los largos periodos de los procesos ante esa jurisdicción. 
· Actualmente tiene 62 años y se encuentra ante la expectativa legítima de adquirir su pensión de vejez, pero como actualmente no le aparecen muchos de los periodos cotizados por el municipio de Neira, para el cual laboró, no ha podido acceder a la misma, y por esa razón se ven afectados sus derechos fundamentales. 
· Resalta que al hacer la sumatoria con los pagos verificados a través de la nómina de salarios y el pago completo de los periodos laborados y los bonos pensionales que tiene, cumple con el número de semanas requeridas para adquirir su pensión de vejez. 

· Reitera que se encuentra en una situación de vulnerabilidad pues actualmente no puede trabajar debido a su edad, por lo tanto, no tiene un sustento fijo para sufragar los elementos básicos de subsistencia para él y su familia, actualmente vive de la ayuda que le prestan sus hijos, quienes también tienen obligaciones con sus respectivas familias.  

CONSIDERACIONES DE LA SALA

1. Competencia:

Esta Sala de decisión se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1382 de 2000. 

2. Problema Jurídico Planteado: 

En el presente asunto, le corresponde a esta Corporación determinar si resulta procedente la acción de tutela para conceder a través de este mecanismo constitucional el reconocimiento y pago de la pensión de vejez que reclama el accionante.  
3. Solución: 
Conforme con la Carta Política, Colombia es un Estado social y democrático de derecho, lo que se traduce en su concepción humanista, que procura la promoción y mantenimiento de unas condiciones mínimas de existencia de los asociados, acordes con la dignidad de la persona, por ello, el reconocimiento de la primacía de los derechos y las garantías inalienables del ser humano y el establecimiento de mecanismos efectivos para la protección y aplicación de los mismos. 

La tutela es un instrumento confiado por la Carta Política en su artículo 86 a los Jueces, cuya justificación se contrae a brindar a quien la reclama, la posibilidad de acudir sin mayores requerimientos, a la protección directa e inmediata de los derechos fundamentales que estima han sido transgredidos por la acción u omisión de una autoridad pública o de los particulares (de manera excepcional), lográndose así que se cumpla uno de los fines del Estado, cual es garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución Política colombiana. 

El asunto que ocupa la atención de esta Corporación, se concentra en el cuestionamiento que se le hace al fallo de primer nivel que negó el amparo a los derechos denunciados, al precisar que en el caso del accionante le asiste otro medio de defensa judicial que le permite buscar una solución a la controversia aquí planteada.

Para entrar a analizar el problema jurídico hay que tener en cuenta primero que, si bien la acción de tutela es un derecho Constitucional y como tal, puede ser reclamada por cualquier persona, en todo momento y lugar, ante los jueces de la República para la protección de sus derechos fundamentales; esta facultad no es absoluta, dado que existen unos límites impuestos tanto por el constituyente primario como por la legislación, de tal suerte que no degenere en abuso del derecho.

Sobre la procedibilidad de la tutela:

El artículo 86 constitucional indica que la acción de tutela solo procederá cuando “el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.”. En consonancia con ello el artículo 6º del Decreto 2591 de 1991 indica que son causales de improcedencia de la acción de tutela, las siguientes: 

“ARTICULO 6o. CAUSALES DE IMPROCEDENCIA DE LA TUTELA. La acción de tutela no procederá:

1. Cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. La existencia de dichos medios será apreciada en concreto, en cuanto a su eficacia, atendiendo las circunstancias en que se encuentra el solicitante.

2. Cuando para proteger el derecho se pueda invocar el recurso de habeas corpus.

3. Cuando se pretenda proteger derechos colectivos, tales como la paz y los demás mencionados en el artículo 88 de la Constitución Política. Lo anterior no obsta, para que el titular solicite la tutela de sus derechos amenazados o violados en situaciones que comprometan intereses o derechos colectivos siempre que se trate de impedir un perjuicio irremediable.

4. Cuando sea evidente que la violación del derecho originó un daño consumado, salvo cuando continúe la acción u omisión violatoria del derecho.

5. Cuando se trate de actos de carácter general, impersonal y abstracto.”
Así las cosas, se puede apreciar que una de las causales de improcedencia es la verificación de que al accionante le asiste otro medio de defensa judicial, pues ello materializa el carácter subsidiario y residual de esta acción, ya que no en todos los casos es el Juez de tutela el llamado a proteger o pronunciarse sobre la presunta vulneración de unos derechos fundamentales, toda vez que el legislador estableció que este tipo de asuntos pueden y deben ser ventilados ante la justicia ordinaria donde por especialidades están en la capacidad de resolver con más precisión el conflicto propuesto, especialmente en aquellos casos donde se requiere de un análisis probatorio concienzudo para determinar cuál es la norma a aplicar o inaplicar en cada caso concreto; por tanto a la tutela se debe acudir como último recurso o como el primero pero de manera transitoria y cuando a simple vista se puede establecer que de no darse la protección de los derechos de manera inmediata, quien la invoca se vería frente a un perjuicio irremediable.

Frente al tema ha dicho la Corte Constitucional: 

“Entendida de otra manera, la acción de tutela se convertiría en un escenario de debate y decisión de litigios, y no de protección de los derechos fundamentales. Al respecto, en la sentencia T-406 de 2005, la Corte indicó:

 
“Según esta exigencia, entonces, si existen otros medios de defensa judicial, se debe recurrir a ellos pues de lo contrario la acción de tutela dejaría de ser un mecanismo de defensa de los derechos fundamentales y se convertiría en un recurso expedito para vaciar la competencia ordinaria de los jueces y tribunales.  De igual manera, de perderse de vista el carácter subsidiario de la tutela, el juez constitucional, en este ámbito, no circunscribiría su obrar a la protección de los derechos fundamentales sino que se convertiría en una instancia de decisión de conflictos legales.  Nótese cómo de desconocerse el carácter subsidiario de la acción de tutela se distorsionaría la índole que le asignó el constituyente y se deslegitimaría la función del juez de amparo.”

Puntualizando, se puede indicar que, de acuerdo con el principio de subsidiariedad de la acción de tutela, ésta resulta improcedente cuando es utilizada como mecanismo alternativo de los medios judiciales ordinarios de defensa previstos por la ley. Sin embargo, en los casos en que existan medios judiciales de protección ordinarios al alcance del actor, la acción de tutela será procedente si el juez constitucional logra determinar que: (i) los mecanismos y recursos ordinarios de defensa no son suficientemente idóneos y eficaces para garantizar la protección de los derechos presuntamente vulnerados o amenazados; (ii) se requiere el amparo constitucional como mecanismo transitorio, pues, de lo contrario, el actor se vería frente a la ocurrencia inminente de un perjuicio irremediable frente a sus derechos fundamentales; y, (iii) el titular de los derechos fundamentales amenazados o vulnerados es sujeto de especial protección constitucional.

 

La jurisprudencia constitucional, al respecto, ha indicado que el perjuicio ha de ser inminente, esto es, que amenaza o está por suceder prontamente; las medidas que se requieren para conjurar el perjuicio irremediable han de ser urgentes; no basta cualquier perjuicio, se requiere que este sea grave, lo que equivale a una gran intensidad del daño o menoscabo material o moral en el haber jurídico de la persona; la urgencia y la gravedad determinan que la acción de tutela sea impostergable, ya que tiene que ser adecuada para restablecer el orden social justo en toda su integridad.”

 
En ese orden, el Juez de tutela debe ser inflexible al exigir el requisito de procedibilidad denominado residualidad, porque el mismo va dirigido a que exista completa armonía y división de las respectivas competencias que se han distribuido dentro de la Rama Judicial, como uno de los poderes públicos. 
Ha sido doctrina constitucional probable, la siguiente:

“… cuando se configuren esas circunstancias de carácter excepcional que desplazan el mecanismo judicial ordinario y abren paso a la intervención de la jurisdicción constitucional, se requiere que: i) el asunto debatido tenga relevancia constitucional, es decir, que se trate indiscutiblemente de la protección de un derecho fundamental; ii) que el problema constitucional que se plantea aparezca probado de tal manera que para la verificación de la vulneración del derecho fundamental cuyo amparo se solicita, no se requiera ningún análisis de tipo legal, reglamentario o convencional, que exija del juez constitucional un ejercicio probatorio que supere sus facultades y competencias; y, iii) que el mecanismo judicial ordinario resulte insuficiente para proteger los derechos fundamentales violados o amenazados. No obstante la regla general de solución de controversias laborales por parte de la jurisdicción competente [ordinaria o contenciosa], paralelamente la jurisprudencia constitucional ha sostenido que de manera excepcional ante ciertas circunstancias, puede abrirse paso la acción de tutela para resolver ese tipo de conflictos,…”.

Por manera que, si estos presupuestos no se satisfacen por la parte demandante, es inviable estudiar de fondo las pretensiones del actor en sede constitucional.
Deberes probatorios y carga de la prueba en sede de tutela:

El Decreto 2591 de 1991 nada indica específicamente en cuanto a la formalidad probatoria en la acción de tutela, sin embargo en varios de sus apartes sí indica la necesidad de que se aporten para llevar al Juez al convencimiento de la realidad procesal, por ello es que tanto el accionante como el accionado están en el deber de allegar al proceso todo aquello que consideren pertinente y conducente para demostrar sus dichos, es por ello que el mencionado Decreto establece que si la autoridad o persona contra quien se dirige la tutela no presenta las pruebas que se le solicitan, ni controvierte las allegadas por la contraparte, el Juez tendrá por cierto lo dicho por el actor y como únicas pruebas las aportadas por este, y con base en ellas emitirá su decisión. 

En cuanto al tema dijo la Corte Constitucional:

“2.2 La carga de la prueba en materia de tutela. Reiteración de jurisprudencia. 
 
El artículo 3º del Decreto 2591 de 1991 establece como uno de los principios rectores de la acción de tutela “(…) la prevalencia del derecho sustancial (…)”. Por este motivo, una de las características de esta acción es su informalidad. 
 
Así, en materia probatoria, es posible demostrar los hechos aludidos por ambas partes mediante cualquier medio que logre convencer a la autoridad judicial, ya que no existe tarifa legal. Esta informalidad probatoria llega hasta el punto de que la autoridad judicial, al momento de analizar los medios probatorios aportados al proceso, pueda - cuando llegue al convencimiento de la verdad procesal - dejar de practicar algunas de las pruebas solicitadas, tal como se dispone en el artículo 22 del Decreto 2591 de 1991. 
 
De esta forma, la libertad probatoria en sede de tutela es amplia, pero esto no significa que no exista una carga mínima de la prueba en cabeza de quien alega la vulneración de algún derecho fundamental, ya que las reglas probatorias generales aplican también para la acción de tutela. Es decir, si bien es cierto que basta al juez tener la convicción de la vulneración del derecho constitucional fundamental para ampararlo, también lo es que debe acreditarse en el expediente la transgresión, para que dicha protección constitucional se pueda obtener. Para ello el juez dispone, además, de amplios poderes oficiosos, los cuales a su turno también se encuentran limitados por la idoneidad en su utilización. Así, en principio, quien alude un hecho tiene el deber de aportar los medios para convencer a la autoridad judicial de que en efecto ha sucedido o de aportar los elementos necesarios que sugieran razonablemente al juez la utilización idónea de sus poderes oficiosos en la prueba.” 
En conclusión, aunque en materia de tutela la carga de la prueba no sea tan rigurosa como en otras materias, ello no implica que el Juez pueda entrar a tutelar derechos sin que la afectación se demuestre mínimamente.

El caso concreto:

En el presente asunto considera el señor HÉCTOR que tiene derecho a que por vía de tutela se le amparen sus derechos de petición y seguridad social;  se puede deducir de sus pretensiones, que su intención es que a través de este mecanismo constitucional sea el Juez de tutela quien se encargue de corregir unos “errores administrativos” que a su parecer se han venido generando por circunstancias ajenas a él.  
Por una parte, hace mención a algunos aportes que equivocadamente realizó su empleador (Alcaldía de Neira) a un fondo privado de pensiones (Protección) entre los años 1995 y 1996, cuando en realidad se encontraba afiliado al ISS; sin embargo, sobre este punto coinciden tanto el Alcalde de ese municipio, como el representante legal del fondo de pensiones Protección, al señalar el primero de ellos que el accionante se trasladó por su propia voluntad a ese fondo privado, y en ese mismo sentido afirmó dicha Administradora de pensiones que allí se registra una relación laboral con la Alcaldía de Neira durante ese lapso de tiempo, lo que permite inferir que efectivamente para esa fecha, el accionante se encontraba cotizando al régimen de ahorro individual; no obstante, en la actualidad se encuentra superado este tema, pues según informó el representante legal de Protección, ya se realizó el traslado de sus aportes a COLPENSIONES, y según el Sistema –SIAFP- el accionante se encuentra actualmente afiliado a esta última. 
Ahora, en lo relacionado a su solicitud de ordenar a COLPENSIONES el reconocimiento de la pensión de vejez, no puede perder de vista la Colegiatura que por regla general la acción de tutela no es la vía para que las personas obtengan el reconocimiento y pago de esos derechos prestacionales, ni acudir a esta suplantando o evadiendo medios judiciales existentes y ordinarios establecidos por el legislador, máxime cuando en el presente caso no existe prueba de esa urgencia y necesidad de que el juez constitucional se inmiscuya en asuntos que deben ser debatidos ante la justicia ordinaria dada la complejidad de los mismos. 

Cabe mencionar que a pesar de las afirmaciones realizadas por el accionante, no existe dentro del proceso nada que dé cuenta efectivamente de la causación de un perjuicio irremediable, o que ponga en evidencia su afectación al mínimo vital; por lo que no se encuentra razón para que omita acudir ante el juez natural, en este sentido, es claro que la parte accionante está usando la tutela como un medio para omitir el tener que acudir a la vía ordinaria laboral.
Adicionalmente, se evidenció que la negativa de COLPENSIONES a su solicitud de reconocimiento de pensión de vejez data de hace cinco años, lo que permite entrever que a pesar de que su situación pensional aún no se ha definido, en este caso existe una violación al principio de la inmediatez.
La jurisprudencia ha precisado que cuando el mecanismo constitucional no se presenta de manera concomitante con la vulneración o amenaza de los derechos fundamentales debe ser interpuesta en un tiempo razonable, contado desde que acaecieron los hechos causantes de la trasgresión, o desde que la persona sienta amenazados sus derechos. Sobre este asunto ha definido la Corte Constitucional que “la inexistencia de un término de caducidad no puede significar que la acción de tutela no deba interponerse dentro de un plazo razonable. La razonabilidad de este plazo está determinada por la finalidad misma de la tutela, que debe ser ponderada en cada caso concreto. De acuerdo con los hechos, entonces, el juez está encargado de establecer si la tutela se interpuso dentro de un tiempo prudencial y adecuado”
.

Y en este caso, a pesar de que el libelista manifiesta que no cuenta con ningún ingreso diferente a su pensión para prodigarse lo necesario para subsistir, no entiende esta Colegiatura cómo dejó pasar tanto tiempo para acudir a la vía constitucional para pedir la protección a los derechos que considera vulnerados.
Teniendo en cuenta lo dicho hasta ahora, debe decirse que la presente acción resulta improcedente toda vez que, como bien dijo el Juez de primera instancia, existe otro mecanismo judicial al cual puede acudir la parte accionante para buscar allí la resolución del problema jurídico aquí planteado. 

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala Dual de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley,

RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR el fallo de tutela proferido el 29 de agosto de 2016 por el Juzgado 2º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, por las razones expuestas en la parte motiva de esta decisión.
SEGUNDO: NOTIFICAR esta providencia a las partes por el medio más expedito posible y REMITIR la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ

Secretaria 

� Corte Constitucional, sentencia T-177 de 2011, M.P. Dr. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo. 


� Sala Segunda de Revisión, Sentencia T-097 del 16 de febrero de 2006, MP: Alfredo Beltrán Sierra.


� � HYPERLINK "http://www.corteconstitucional.gov.co/RELATORIA/2011/SU339-11.htm" \l "_ftnref14" \o "" ��Sentencia SU-961 de 1999.
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